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La
          Constitución española de 1978
        
      
    
  





  
Título
  I. De los derechos y deberes fundamentales



                    
                    
                

                
            

            
        

    
        
            
                
                
                    
                    
                        Capítulo segundo. Derechos y libertades
                    

                    
                    
                

                
                
                    
                    
                    


  
Sección
  2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos





  
Artículo
  30





  
Los
  españoles tienen el derecho y el deber de defender a
  España.




 










  
La
  ley fijará las obligaciones militares de los españoles y
  regulará,
  con las debidas garantías, la objeción de conciencia, así como
  las
  demás causas de exención del servicio militar obligatorio,
  pudiendo
  imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria.




 










  
Podrá
  establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de
  interés general.




 










  
Mediante
  ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos
  de
  grave riesgo, catástrofe o calamidad pública.




 










  
El
  estudio del artículo 30 de la CE desde la aprobación de nuestra
  Carta Magna se ha hecho, fundamentalmente, desde el análisis de
  las
  obligaciones militares y el reconocimiento y ejercicio del
  derecho de
  objeción de conciencia y la prestación social sustitutoria. Sin
  embargo, con la entrada en vigor de la Ley 17/1999, de 18 de
  mayo,
  del Régimen del Personal de las Fuerzas Armadas que estableció la
  supresión del servicio militar obligatorio y la
  profesionalización
  de los Ejércitos, su análisis debe tomar otra perspectiva.




 









  
     


  

    

      

        

          
En
          este nuevo enfoque, se ha de empezar señalando que el
          artículo 30
          de la CE, como hace la doctrina española y la del resto
          de países
          de nuestro entorno, distingue entre "el deber de defender
          a
          España" y la obligación de "cumplir el servicio militar".
          El primero, se reconoce en el apartado uno y el segundo,
          de acuerdo
          con lo que exprese la ley, en el apartado dos.
          Evidentemente, el
          deber de defender a España es un concepto más amplio que
          las
          posibles obligaciones militares que se puedan imponer a
          los
          ciudadanos por el legislador, y que no queda, como éstas,
          en todos
          sus extremos, a disposición del legislador.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Unido
          y expresando un límite a las obligaciones militares está
          recogido
          el derecho a la objeción de conciencia y la posibilidad
          de imponer
          una prestación social sustitutoria.
        
      
    
  




 









  
    
  


  

    

      

        

          
Finalmente,
          y en la línea de concepto amplio de la idea de defensa de
          España se
          encuentran las referencias a servicios civiles para el
          cumplimiento
          de fines de interés general, apartado tercero y los
          deberes de los
          ciudadanos en supuestos de grave riesgo, catástrofe o
          calamidad
          pública, apartado cuarto.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          establecimiento de deberes militares en la Constitución
          no es una
          novedad de nuestra Carta Magna, por el contrario, tenemos
          antecedentes en la mayor parte de los textos históricos
          de nuestro
          país. El artículo 361 de la Constitución de 1812
          establecía que
          "ningún español podrá excusarse del servicio militar
          cuando y
          en la forma que fuere llamado por la ley". Por su parte,
          las
          constituciones de 1837 (art. 6), de 1845 (art. 6), de
          1856 (art. 7),
          de 1869 (art. 26), de 1873 (art. 30), y la de 1876 (art.
          3),
          establecían con idéntica redacción que "todo español está
          obligado a defender la Patria con las armas, cuando sea
          llamado por
          la ley". Finalmente, la Constitución de 1931 (art. 37)
          establecía que "El Estado podrá exigir de todo ciudadano
          su
          prestación personal para servicios civiles o militares,
          con arreglo
          a las leyes".
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
No
          sucede lo mismo con la consideración de la participación
          en la
          defensa nacional como derecho, que aparece por primera
          vez en la
          Constitución de 1978 y que hay que ponerlo en relación
          con la
          extensión del principio de igualdad también en el ámbito
          militar.
          Tampoco la objeción de conciencia tiene precedente en
          nuestro
          constitucionalismo histórico.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Desde
          luego el derecho/deber de contribuir a la defensa
          nacional, y el
          derecho de objeción de conciencia si que son comunes en
          el
          constitucionalismo comparado. Es más, incluso se ha dicho
          que el
          servicio militar universal y obligatorio tiene una
          tradición
          liberal-democrática que se remonta a la Revolución
          francesa de 1789
          (el pueblo en armas). En la Ley Fundamental de Bonn
          artículos 4.3 y
          12 A, en la italiana en el artículo 52, en la portuguesa,
          artículos
          2 y 41.5, entre otras. También se encuentran precedentes
          de las
          previsiones del artículo 30 de la CE en normas de
          carácter
          internacional: artículo 8.3 del Pacto Internacional de
          Derechos
          Civiles y Políticos y el artículo 4.3 del Convenio
          europeo de
          Derechos Humanos de 1950.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
La
          tramitación parlamentaria del precepto aunque no generó
          grandes
          debates sí que fue ocasión de cambios importantes
          respecto del
          texto que presentó la Ponencia. Por ejemplo, el
          establecimiento de
          las prestaciones a la defensa nacional como derecho/deber
          se
          introduce mediante enmienda "in voce". También es
          significativo que el artículo 30.1 haga referencia a la
          defensa de
          "España" y no a la defensa de la "Patria" que
          era la practica común de constitucionalismo histórico y
          que tiene
          una connotación más política y menos jurídica que el
          primero. La
          prestación social, aunque estaba ya en el texto de la
          Ponencia,
          tendrá que esperar hasta el debate en la Comisión del
          Congreso de
          los Diputados para pasar de una formulación imperativa a
          ser
          potestativa para el legislador.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Como
          se señalaba más arriba, el derecho/deber de defender a
          España
          afecta a las obligaciones militares, pero también a las
          obligaciones
          de los ciudadanos en servicios civiles de interés general
          o
          supuestos de protección civil, como pueden ser
          situaciones de
          catástrofes o calamidades públicas, que quedan
          explicitadas en los
          apartados 3 y 4 del artículo 30 de la CE. Desde luego, lo
          más
          importante de la regulación amplia del artículo 30.1 de
          la CE es
          que la defensa nacional deja de entenderse un asunto
          exclusivo de los
          ejércitos para convertirse en un derecho/deber de todos
          los
          españoles; además, sin que puedan producirse situaciones
          de
          discriminación por razón de sexo de acuerdo con las
          previsiones que
          establece el artículo 14 de la CE.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          desarrollo legislativo a lo largo de estos años del
          servicio militar
          propiamente dicho se inicia con la Ley 19/1984, de 8 de
          junio, que
          entendía dicho servicio como una prestación obligatoria
          de carácter
          personal. A partir de la década de los 90 se generaliza
          un
          importante debate sobre la utilidad del servicio militar
          obligatorio
          y las posibilidades de un ejercito profesional que dará
          lugar, en un
          primer momento a la Ley Orgánica 13/1991, de 20 de
          diciembre, del
          Servicio Militar, que aunque no suprime el servicio
          militar
          obligatorio si que reduce su tiempo de prestación y se
          ponen las
          bases para el futuro ejercito profesional. Finalmente, la
          Ley
          17/1999, de 18 de mayo, del Régimen de Personal de las
          Fuerzas
          Armadas, será la que en su Disposición Adicional
          decimotercera
          establezca que a partir del 31 de diciembre de 2002,
          quedaría
          suspendida la prestación obligatoria del servicio
          militar. El Real
          Decreto 247/2001, de 9 de marzo, de Profesionalización de
          las
          Fuerzas Armadas, adelantará la suspensión al 31 de
          diciembre de
          2001.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
A
          raíz de la Directiva de Defensa Nacional de 30 de
          diciembre de 2004,
          que afirma la necesidad de una transformación constante
          de las
          Fuerzas Armadas, se inicia un proceso de actualización en
          el ámbito
          normativo cuyo primer hito es la Ley Orgánica, de 17 de
          noviembre de
          Defensa Nacional.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Esta
          ley, como reconoce su Exposición de Motivos, se debe a
          los
          importantes cambios producidos tanto en la sociedad
          española como en
          el marco internacional, y que han afectado profundamente
          al
          derecho-deber de defender a España, desde la última
          regulación
          general de la Defensa, por medio de la Ley Orgánica
          6/1980, de 1 de
          julio, por la que se establecían los Criterios Básicos de
          la
          Defensa Nacional y la Organización Militar. Por una
          parte, el nuevo
          marco legislativo en esta materia ha introducido
          importantes
          modificaciones en nuestro ordenamiento jurídico, como el
          nuevo
          reclutamiento de los Ejércitos, la desaparición del
          servicio
          militar obligatorio y la implantación de un modelo de
          Fuerzas
          Armadas profesionales, que constituyen cambios tan
          relevantes que
          justifican una legislación orgánica de la Defensa
          adaptada a ellos.
          Por otra, el escenario internacional ha visto desaparecer
          la política
          de bloques que protagonizó la guerra fría y emerger la
          globalización y un nuevo marco de relaciones entre
          Estados. Al mismo
          tiempo, junto a los riesgos y amenazas tradicionales para
          la paz, la
          estabilidad y la seguridad, surgen otros como el
          terrorismo
          transnacional. En el ámbito de la seguridad y la defensa,
          la
          interdependencia entre los Estados es considerable; como
          ejemplo
          pueden citarse la Organización de las Naciones Unidas y
          la
          Organización para la Seguridad y Cooperación Europea, así
          como la
          Organización del Tratado del Atlántico Norte y la extinta
          Unión
          Europea Occidental, cuyas funciones y competencias se han
          integrado
          en la Política Común de Seguridad y Defensa de la Unión
          Europea.
          Este conjunto de factores ha propiciado que, desde
          mediados de la
          década de 1980, las Fuerzas Armadas españolas vengan
          actuando fuera
          de nuestras fronteras como observadores, como fuerzas de
          interposición, de mantenimiento de la paz y de ayuda
          humanitaria.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Por
          ello, una de las principales aportaciones de la Ley
          Orgánica de
          Defensa Nacional se ha dado precisamente en relación con
          las
          misiones en el exterior, pues era necesario que las
          Cortes Generales,
          que representan la soberanía nacional, adquiriesen una
          mayor
          participación y protagonismo. La Ley somete a su debate
          las
          decisiones gubernamentales y regula de manera concreta
          las
          condiciones que deben cumplir dichas misiones (Título III
          de la
          ley).
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Recae
          en el Presidente del Gobierno la responsabilidad de la
          gestión de
          las situaciones de crisis que afectan a la Defensa, al
          igual que la
          dirección del conflicto armado (art. 6). Para asistirle
          se crea el
          Consejo de Defensa Nacional, órgano asesor, coordinador y
          consultivo
          cuya composición se ajusta a las necesidades de cada
          circunstancia
          (art. 8).
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Para
          incrementar la eficacia de las Fuerzas Armadas, la ley
          concreta su
          organización con criterios que posibiliten la acción
          conjunta de
          los Ejércitos. A diferencia de la anterior, que atribuía
          misiones a
          cada Ejército, ésta considera a las Fuerzas Armadas como
          una
          entidad única e integradora de las distintas formas de
          acción de
          sus componentes y que posibilita el empleo óptimo de sus
          capacidades, sin que aquéllos vean mermada su
          especificidad. Así,
          tal y como afirma la Exposición de Motivos, se implanta
          una
          organización que diferencia con claridad la estructura
          orgánica y
          la operativa; la primera, bajo la responsabilidad de los
          Jefes de
          Estado Mayor de los Ejércitos, encargada de la
          preparación de la
          Fuerza; la segunda, cuyo mando recae en el Jefe de Estado
          Mayor de la
          Defensa, encargada de su empleo y establecida para el
          desarrollo de
          la acción conjunta y combinada. Por otra parte, se deja
          sin efecto
          la organización territorial, aunque con fines de
          representación y
          colaboración con las Administraciones Públicas se
          mantiene una
          representación institucional.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Esta
          ley deja sin efecto la citada Ley Orgánica 6/1980, de 1
          de julio,
          por la que se regulaban los Criterios Básicos de la
          Defensa Nacional
          y la Organización Militar, modificada por la Ley Orgánica
          1/1984,
          de 5 de enero y la Ley Orgánica 13/1991, de 20 de
          diciembre del
          Servicio Militar.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Es
          destacable asimismo, dentro de la regulación de las 
          Fuerzas
          Armadas, la ley del régimen disciplinario de las Fuerzas
          Armadas,
          Ley Orgánica 8/2014, de 4 de diciembre, que deroga la
          anterior
          normativa de 1998, y la ley de la Carrera militar 39/2007
          de 19 de
          noviembre (recientemente modificada por Ley 46/2015, de14
          de
          octubre), que una vez promulgada la citada Ley Orgánica
          de Defensa
          Nacional, cumple con el objetivo de desarrollar el modelo
          de
          profesionalización y reformar la carrera militar. Aunque
          tal
          objetivo se podría haber alcanzado mediante una sola
          norma que
          sustituyera a la Ley 17/1999, de 18 de mayo, dada la
          ambición de un
          proceso que requería tiempo suficiente de maduración y
          resultando
          perentorio consolidar la plena profesionalización de las
          Fuerzas
          Armadas, se elaboró y promulgó la Ley 8/2006, de 24 de
          abril de
          Tropa y Marinería, en la que también se insta a la
          actualización
          del régimen del personal militar, y que derogó la citada
          Ley
          32/2002.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          estatuto de los miembros de las Fuerzas Armadas, se
          regula en la
          actualidad por Ley Orgánica 9/2011, de 27 de julio, de
          derechos y
          deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas, norma que
          procede a
          unificar dicho régimen jurídico quedando derogadas las
          disposiciones relativas a esta materia contenidas en la
          Ley 17/1999
          así como, en su integridad, la Ley de Reales Ordenanzas
          para las
          Fuerzas Armadas de 1978.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
En
          cuanto a la Guardia Civil, el art. 23 de la Ley Orgánica
          de Defensa
          Nacional establece que es un Instituto armado de
          naturaleza militar,
          dependiente del Ministro del Interior en el desempeño de
          las
          funciones que se le atribuyen por la Ley Orgánica 2/1986,
          de 13 de
          marzo de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y del Ministro
          de Defensa en
          el cumplimiento de las misiones de carácter militar que
          se le
          encomienden. Las más importantes normas reguladoras de la
          Guardia
          Civil son la Ley de Derechos y deberes de los miembros de
          la Guardia
          Civil, Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, la Ley
          Orgánica
          12/2007, de 22 de octubre del Régimen disciplinario de la
          Guardia
          Civil, y la Ley 29/2014, de 28 de noviembre, de Régimen
          del Personal
          de la Guardia Civil.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
En
          otro orden de cuestiones,  los apartados 3º y 4º del
          artículo 30
          de la CE expresan la idea de que el deber de defensa de
          España
          también puede prestarse sin tener que integrase en
          cuerpos armados
          y/o de naturaleza militar.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
En
          primer lugar, debe hacerse referencia al concepto de
          Seguridad
          Nacional, introducido en nuestro Ordenamiento Jurídico
          por la
          reciente Ley 36/2015, de 28 de septiembre, y definido
          como "la
          acción del Estado dirigida a proteger la libertad, los
          derechos y
          bienestar de los ciudadanos, a garantizar la defensa de
          España y sus
          principios y valores constitucionales, así como a
          contribuir junto a
          nuestros socios y aliados a la seguridad internacional en
          el
          cumplimiento de los compromisos asumidos" (art.
          3).
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
En
          síntesis, la Seguridad Nacional se concibe como un
          espacio de
          actuación pública nuevo, enfocado a la armonización de
          objetivos,
          recursos y políticas ya existentes en materia de
          seguridad, en el
          que participan todas las Administraciones Públicas, de
          acuerdo con
          sus respectivas competencias, y la sociedad en general.
          Se consideran
          componentes fundamentales de la Seguridad Nacional la
          Defensa
          Nacional, la Seguridad Pública y la Acción Exterior, cada
          una de
          las cuales continúa rigiéndose por su normativa
          específica.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Desde
          una perspectiva orgánica, corresponde al Gobierno
          establecer la
          política de Seguridad Nacional, cuya dirección se
          encomienda al
          Presidente del Gobierno, asistido en el ejercicio de sus
          competencias
          en la materia por el Consejo de Seguridad Nacional, en su
          condición
          de Comisión Delegada del Gobierno para la Seguridad
          Nacional. El
          principal instrumento para la definición de las líneas
          directrices
          de esta política lo constituye la Estrategia de Seguridad
          Nacional,
          que deberá presentarse a las Cortes Generales para su
          conocimiento y
          debate. La participación de las Cámaras en este ámbito se
          canaliza
          a través de la Comisión Mixta Congreso-Senado de
          Seguridad
          Nacional. Por lo demás, en tanto que política integral,
          la
          participación -en términos de coordinación y cooperación-
          de las
          Comunidades Autónomas se instrumenta a través de la
          Conferencia
          Sectorial para asuntos de la Seguridad Nacional e,
          incluso, se prevé
          la colaboración de las entidades privadas siempre que las
          circunstancias lo aconsejen y en todo caso cuando sean
          operadoras de
          servicios esenciales y de infraestructuras críticas que
          puedan
          afectar a la Seguridad Nacional.
        
      
    
  




 









  
    
  


  

    

      

        

          
Finalmente
          señalar que la Ley regula extremos tales como la
          declaración de
          situación de interés para la Seguridad Nacional, la
          gestión de
          crisis o la contribución de recursos del Sistema de
          Seguridad
          Nacional.
        
      
    
  




 









  
    
  


  

    

      

        

          
Retomando
          nuevamente el articulado constitucional, el apartado
          tercero del
          artículo 30 dispone, con una redacción que la doctrina ha
          entendido
          redundante, que "podrá establecerse un servicio civil
          para el
          cumplimiento de fines de interés general". Evidentemente,
          aunque no se diga expresamente, será el legislador el que
          debe
          decidir establecer el servicio y evaluar si se dan las
          condiciones de
          interés general. Por su parte, el apartado cuarto dice
          que "Mediante
          ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los
          casos de
          grave riesgo, catástrofe o calamidad pública". Aunque las
          previsiones de dicho apartado se asemejan mucho a
          supuestos que
          podrían poner en funcionamiento del estado de alarma
          previsto en el
          artículo 116.1 de la CE, evidentemente este precepto se
          refiere a
          las contribuciones de los ciudadanos en situaciones en
          las que no
          está declarado dicho estado de excepción, en concreto, a
          la
          protección civil. Que como tuvo ocasión de señalar la
          doctrina del
          Tribunal Constitucional en la Sentencia 123/1984, de 18
          de diciembre,
          estos servicios, en otros tiempos en manos de las Fuerzas
          Armadas,
          han adquirido un carácter civil, que se encomienda al
          Gobierno a
          través del Ministerio del Interior.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Según
          reiterada jurisprudencia constitucional, la protección
          civil se
          engloba en el concepto de seguridad pública, competencia
          del Estado
          ex art. 149.1.29ª CE, en tanto que las Comunidades
          Autónomas y las
          Entidades Locales han desplegado sus competencias propias
          en la
          materia, regulando su actuación y configurando sus
          propios servicios
          de protección civil. Así, los Estatutos de Autonomía
          reformados a
          partir del año 2006 confirman de manera expresa las
          respectivas
          competencias autonómicas, si bien reconociendo las
          propias del
          Estado y en colaboración con este.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
La
          referida distribución competencial y, sobre todo, los
          cambios en el
          enfoque y en la organización de los servicios de
          protección civil,
          entre otros factores, han propiciado la reciente
          actualización del
          marco jurídico sobre la materia, recogido en la Ley
          17/2015, de 9 de
          julio, del Sistema Nacional de Protección Civil.
          Partiendo de su
          caracterización como  instrumento de la política de
          seguridad
          pública, el art. 1 de la Ley define la Protección Civil
          como
          servicio público que protege a las personas y bienes
          garantizando
          una respuesta adecuada ante los distintos tipos de
          emergencias y
          catástrofes originadas por causas naturales o derivadas
          de la acción
          humana.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
La
          Norma Básica de Protección Civil, contenida en el vigente
          Real
          Decreto 407/1992, de 24 de abril, constituye un elemento
          fundamental
          del Sistema, en cuanto establece las directrices básicas
          para la
          identificación de riesgos de emergencias y actuaciones
          para su
          gestión integral, el contenido mínimo y los criterios
          generales
          para la elaboración de los Planes de Protección Civil.
          Como
          ejemplo, cabe citar la Directriz básica de planificación
          ante
          emergencias por incendios forestales, aprobada por Real
          Decreto
          893/2013, de 15 de noviembre, y el correspondiente Plan
          Estatal de
          Protección Civil para Emergencias por Incendios
          Forestales de 2014.
          La normativa estatal sobre protección civil se completa
          con los
          diversos instrumentos que regulan la Unidad Militar de
          Emergencias
          -creada por Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 de
          octubre de
          2005-, la regulación sobre centros de coordinación de
          emergencias,
          así como por el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo,
          que establece
          el régimen general de concesión de ayudas y subvenciones
          en
          situaciones de emergencia o de naturaleza
          catastrófica.
        
      
    
  




 









  
    
  


  

    

      

        

          
Finalmente
          se aborda el análisis de la objeción de conciencia y la
          prestación
          social previstas en el apartado 2º del artículo 30 de la
          CE. Desde
          luego la objeción de conciencia se ha de entender como un
          derecho
          fundamental que va más allá de la garantía de exención
          del
          servicio militar obligatorio. Su regulación junto con el
          deber de
          cumplir con las obligaciones militares responde a una
          cuestión
          meramente circunstancial, fruto del conflicto que en el
          periodo
          preconstitucional había generado el servicio militar
          obligatorio y
          la falta del derecho de objeción de conciencia.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
La
          objeción de conciencia formalmente es un derecho
          fundamental que de
          acuerdo con las previsiones del artículo 53.2 de la CE
          goza del más
          alto nivel de protección jurisdiccional. En su modalidad
          de objeción
          de conciencia al servicio militar está específicamente
          reconocido
          por el art. 30.2 de la Constitución. El resto de las
          manifestaciones
          de la objeción de conciencia precisan de un
          reconocimiento jurídico
          expreso, por la ley o bien por la interpretación
          judicial, y
          estarían amparadas por el art. 16 de la Constitución
          (derecho a la
          libertad ideológica y religiosa). Así o ha reconocido el
          Tribunal
          Constitucional, por ejemplo, respecto de la objeción de
          conciencia
          al aborto, en su STC 53/1985 de 11 de abril, FJ 14.
          Doctrina
          reiterada en la reciente STC 145/2015, de 25 de junio, FJ
          4.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
La
          objeción de conciencia al servicio militar queda,
          ciertamente,
          protegida por el art. 16 de la Constitución (STC 15/1982,
          160 y 161
          de 1987). Sin embargo, el hecho de encontrarse
          explícitamente entre
          los derechos regulados en la sección segunda del Capítulo
          segundo
          hace que su desarrollo normativo no tenga rango de ley
          orgánica, de
          acuerdo con las previsiones del artículo 81.1 de la CE
          (STC
          160/1987, de 27 de octubre), sin perjuicio de que es
          tutelable
          mediante el Recurso de amparo a tenor de los expresamente
          dispuesto
          en el art. 53.2 de la Constitución.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
Desde
          el punto de vista material, el Tribunal Constitucional lo
          ha definido
          como una especificación  de la libertad de conciencia, la
          cual
          supone no sólo el derecho a formar libremente la propia
          conciencia
          sino también a obrar de modo conforme a los imperativos
          de la misma.
          En este sentido, se puede expresar como la oposición, por
          razones de
          índole religiosa o ideológica, en un sentido amplio de
          ambos
          términos, a cualquier forma de violencia y, por
          consiguiente, al
          adiestramiento militar, en tanto que formación encaminada
          a la
          defensa del Estado por medio de las armas en caso de que
          ello sea
          preciso (STC 15/1982, de 23 de abril). Es decir, el
          rechazo es a toda
          manifestación de violencia, de manera que sería
          inaceptable que el
          rechazo a las armas se hiciese depender de los objetivos
          a los que se
          encaminase su empleo.
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
El
          reconocimiento constitucional de la objeción de
          conciencia supone
          una notable novedad, no olvidemos que en la normativa
          castrense
          preconstitucional la objeción de conciencia fue un delito
          hasta el
          Real Decreto 3011/1976, de 23 de diciembre. No obstante,
          su que la
          regulación legislativa durante un cierto tiempo fue
          inexistente, a
          pesar de la aprobación en 1980 de la Ley de Defensa
          Nacional por lo
          que se hizo precisa la intervención del Tribunal
          Constitucional,
          para señalar, introduciendo la doctrina de la
          aplicabilidad directa
          de los derechos fundamentales, que pese a la falta de
          regulación
          legal de la objeción y de su prestación sustitutoria,
          este derecho
          tiene una aplicación inmediata y directa que hace que los
          mozos que
          se acojan al mismo puedan suspender su incorporación a
          filas (STC 
          15/1982, de 23 de abril).
        
      
    
  




 









  
     


  

    

      

        

          
La
          Ley 48/1984, de 26 de diciembre, reguladora de la
          objeción de
          conciencia y la prestación  social sustitutoria puso fin
          a esa
          situación, aunque no agotó el debate sobre como se había
          de
          regular dicha prestación hasta el punto de que el
          Defensor del
          Pueblo la recurrió ante el Tribunal Constitucional dando
          lugar a la
          Sentencia 160/1987, de 27 de octubre. Finalmente, con la
          profesionalización del ejército y lo que ello supone para
          la
          objeción de conciencia a la actividad militar se aprueba
          la Ley
          22/1998, de 6 de julio, reguladora de la objeción de
          conciencia y de
          la prestación social sustitutoria, que resuelve algunos
          de los
          problemas planteados por la ley anterior: duración de la
          prestación
          sustitutoria, plazo para poder ejercer el derecho,
          realización de
          las prestaciones cerca del domicilio del objetor,
          etc.
        
      
    
  




 









  
    
  


  

    

      

        

          
Finalmente
          se ha de señalar que la supresión del servicio militar
          obligatorio
          -que como antes se decía, afectó a la prestación social
          sustitutoria- también motivó que ciertos artículos del
          Código
          Penal quedasen sin contenido (arts. 527 y 604, relativos
          a los
          delitos contra el deber de cumplimiento de la prestación
          social
          sustitutoria y contra el deber de prestación del Servicio
          Militar,
          respectivamente), así como el artículo 119 bis del
          antiguo Código
          Penal Militar de 1985 (hoy vigente el aprobado por Ley
          Orgánica
          14/2015). Por supuesto también afectó a situaciones de
          procesales
          en trámite por este tipo de delitos, a sentencias no
          ejecutadas y a
          los antecedentes penales derivados de haberse visto
          incurso en
          acciones penales de esa naturaleza, todos ellos fueron
          revisados y
          cancelados en aplicación del artículo 9.3 de la
          CE.
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REY
  DE ESPAÑA





  
A
  todos los que la presente vieren y entendieren.





  
Sabed:
  Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la
  siguiente ley orgánica:





  
PREÁMBULO





  
I





  
El
  principio general que preside esta ley orgánica, común a todo el
  ordenamiento jurídico sancionador, es el equilibrio entre las
  garantías básicas del infractor y las prerrogativas de la
  Administración, sin olvidar que la atribución de la potestad
  disciplinaria se justifica como salvaguardia del interés público
  y
  defensa de los valores esenciales de las Fuerzas Armadas.





  
Vigente
  la norma constitucional, se aprobó la Ley Orgánica 12/1985, de 27
  de noviembre, de régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas, a
  la
  que hay que reconocer el mérito esencial de la separación formal
  de
  los ámbitos sancionadores disciplinario y penal militares. Tal
  norma
  orgánica fue sustituida por la, ahora derogada, Ley de Régimen
  Disciplinario de las Fuerzas Armadas, aprobada por Ley Orgánica
  8/1998, de 2 de diciembre, que supuso un considerable progreso en
  el
  imprescindible equilibrio entre la protección de los valores
  castrenses y las garantías individuales recogidas en la
  Constitución. Sin embargo, algunos de sus preceptos no eran de
  aplicación al haberse suspendido la prestación del servicio
  militar
  obligatorio o no podían, obviamente, hacer referencia a leyes
  posteriores tan importantes como la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de
  noviembre, de la Defensa Nacional, la Ley 39/2007, de 19 de
  noviembre, de la Carrera Militar, la Ley 8/2006, de 24 de abril,
  de
  Tropa y Marinería y la Ley Orgánica 9/2003, de 15 de julio, por
  la
  que se modifica la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de la
  Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar.





  
Por
  otra parte, la disposición final octava (adaptación del régimen
  disciplinario de las Fuerzas Armadas) de la Ley Orgánica 9/2011,
  de
  27 de julio, de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas
  Armadas, dispone que el Gobierno deberá remitir al Congreso de
  los
  Diputados en el plazo de un año un Proyecto de Ley de reforma de
  la
  Ley Orgánica 8/1998, de 2 de diciembre, de Régimen Disciplinario
  de
  las Fuerzas Armadas.





  
Así
  pues, la obligación de elaborar una ley de reforma y adaptación
  de
  la Ley Orgánica de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas
  reside en el mandato de la Ley Orgánica 9/2011, de 27 de julio,
  que
  establece como criterios a tener en cuenta la doctrina del
  Tribunal
  Europeo de los Derechos Humanos, del Tribunal Constitucional y
  del
  Tribunal Supremo sobre derechos y garantías fundamentales del
  ejercicio de la potestad disciplinaria en el ámbito militar y la
  necesaria adaptación a la plena profesionalización de las Fuerzas
  Armadas, a la presencia de la mujer y a la organización y
  misiones
  que les vienen señaladas en la Ley Orgánica de la Defensa
  Nacional.
  Asimismo debe incluir una regulación específica para las unidades
  y
  personal destacados en zona de operaciones, en los términos que
  para
  éstos contempla el artículo 16 de la Ley Orgánica de la Defensa
  Nacional.





  
Además
  de estas razones, existen otras en el terreno de la técnica
  legislativa que justifican la elaboración de una nueva ley
  disciplinaria completa, cuya aprobación facilitará su aplicación
  práctica, dados los numerosos preceptos que deberían ser
  modificados por la incidencia de las mencionadas leyes, en
  particular
  de la citada Ley Orgánica de derechos y deberes de los miembros
  de
  las Fuerzas Armadas, como la conveniente coordinación con los
  preceptos de otras normas que establecen la regulación del
  personal
  militar y con las Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas.
  Especialmente, la necesidad de adecuar la normativa disciplinaria
  militar a las reglas de comportamiento de los militares y al
  funcionamiento de la Justicia Militar.





  
II





  
Justamente
  la finalidad de esta ley, expresada en su artículo 1, es
  garantizar
  la observancia de las reglas de comportamiento de los militares,
  en
  particular la disciplina, la jerarquía y la unidad que, de
  acuerdo
  con la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico,
  constituyen el código de conducta de los miembros de las Fuerzas
  Armadas.





  
Seguidamente
  se establece el ámbito subjetivo de aplicación de la norma que
  abarca a los militares profesionales siempre que no tengan en
  suspenso su condición militar, a los reservistas, a los alumnos
  de
  los centros docentes militares de formación, sin perjuicio de la
  aplicación del régimen sancionador académico, y a quienes pasen a
  tener la asimilación de personal militar.





  
Se
  mantiene la compatibilidad entre la responsabilidad disciplinaria
  y
  la responsabilidad civil, penal y disciplinaria judicial, que no
  supone la vulneración del principio «ne bis in idem», puesto que
  solo podrá recaer sanción penal y disciplinaria sobre los mismos
  hechos cuando no hubiere identidad del bien jurídico protegido.
  Y,
  en todo caso, se reconoce que la declaración de hechos probados
  contenida en una resolución judicial vinculará a la
  Administración.





  
III





  
Las
  faltas disciplinarias, definidas como las acciones u omisiones
  dolosas o imprudentes previstas en la ley, se clasifican en
  leves,
  graves y muy graves, acogiendo la división tripartita consolidada
  en
  nuestro ordenamiento jurídico sancionador y abandonando la
  tipificación anterior que calificaba a las muy graves como causas
  de
  las sanciones disciplinarias extraordinarias.





  
La
  entrada en vigor de la Ley Orgánica de derechos y deberes de los
  miembros de las Fuerzas Armadas ha determinado una profunda
  modificación de los tipos disciplinarios militares, incorporando
  la
  protección de los derechos allí garantizados y la sanción de la
  violación de los deberes establecidos en tal norma. Se han
  eliminado, por otra parte, algunas infracciones disciplinarias
  obsoletas y que han perdido reprochabilidad en el ámbito
  castrense.
  Al propio tiempo, se refunden algunas faltas leves y otras se
  convierten en faltas graves, por su mayor trascendencia.





  
Una
  de las mayores novedades de esta ley es la elaboración de un
  orden
  lógico en la tipificación de las faltas, que supera la relación
  meramente enumerativa que se advierte en las normas anteriores,
  siguiendo el criterio bien consolidado de ordenarlas en función
  de
  los bienes jurídicos protegidos o deberes militares infringidos,
  lo
  que facilita la aplicación de la ley por quienes tienen atribuida
  la
  potestad disciplinaria, particularmente en los escalones
  inferiores
  del mando. Además se ha puesto especial cuidado en la
  coordinación
  de la descripción de los ilícitos disciplinarios tipificados como
  faltas leves, graves y muy graves, para establecer una coherente
  gradación de las conductas sancionables según su respectiva
  gravedad.





  
Los
  verbos que describen la acción típica sancionada como falta leve
  se
  coordinan con mayor precisión en relación por los utilizados en
  la
  tipificación de las faltas graves, Así, se utilizan expresiones
  como «falta de consideración, inexactitud en el cumplimiento,
  descuido o leve inobservancia» (faltas leves) frente a
  «Incumplimiento, falta de subordinación, extralimitación o
  infracción de deberes» (faltas graves).





  
Se
  mantienen como faltas muy graves, si bien modificando su
  redacción,
  algunas de las vigentes «causas de sanciones disciplinarias
  extraordinarias», reveladoras de una especial gravedad y, por
  ello,
  merecedoras, del máximo reproche en la vía disciplinaria
  castrense.
  Las pautas para decidir su inclusión en el catálogo de las faltas
  muy graves, han sido fundamentalmente la reiteración en
  comportamientos sancionables y la tutela especial que merecen
  valores
  tan esenciales a las Fuerzas Armadas como la disciplina, los
  deberes
  del mando y del servicio, así como los derechos constitucionales
  de
  los militares.





  
Al
  tipificar las faltas, se ha tenido muy en cuenta la especial
  gravedad
  de algunas conductas como las que afectan a la libertad sexual de
  las
  personas, implican acoso tanto sexual y por razón de sexo como
  profesional, atentan contra la intimidad, la dignidad personal o
  en
  el trabajo, o suponen discriminación. Una de las novedades de la
  ley
  es el castigo de las infracciones del derecho internacional
  aplicable
  en los conflictos armados, al sancionarse la inobservancia por
  imprudencia de las normas humanitarias y el incumplimiento por el
  superior de su deber de garante de la conducta de sus
  subordinados.
  En ambos casos el reproche disciplinario es complementario de la
  conducta dolosa constitutiva de delito militar o común.





  
Finalmente,
  en la tipificación de las faltas graves y muy graves se ha
  cuidado
  el deslinde de los tipos disciplinarios con determinados delitos
  incriminados en el Código Penal o Código Penal Militar, acogiendo
  una redacción que los diferencie o simplemente eliminando
  aquellos
  que sean constitutivos de una infracción criminal. Y todo ello
  sin
  perder de vista el principio de intervención mínima del derecho
  penal.





  
La
  ley, respetando la unidad del ordenamiento jurídico, describe a
  los
  autores y a los partícipes responsables de las faltas
  disciplinarias
  en los mismos términos que el Código Penal y sanciona el
  encubrimiento como infracción específica.





  
IV





  
Por
  lo que se refiere a las sanciones que pueden imponerse en el
  ejercicio de la potestad disciplinaria, la ley contiene varias
  novedades de gran trascendencia. En primer lugar, incorpora la
  sanción económica de uno a quince días, con pérdida de
  retribuciones durante ese tiempo, existente como sanción
  prácticamente en todos los ejércitos de nuestro ámbito occidental
  y más asidua relación, que en la actualidad se estima muy
  adecuada
  para sancionar determinadas infracciones cometidas por los
  militares
  profesionales, excluyéndose para los alumnos de los centros
  docentes
  militares de formación. Para éstos se les reserva, entre otras,
  la
  sanción de privación de salida de uno a ocho días.





  
Mantiene
  la ley la sanción de arresto para castigar la comisión de faltas
  leves, con atribución al mando de la opción, según la gravedad de
  la infracción, entre la reprensión, la sanción económica o el
  arresto, teniendo en cuenta que el artículo 25.3 de la
  Constitución,
  a sensu contrario, permite a la Administración militar la
  imposición
  de sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
  de
  libertad. Hay que destacar, además de su indiscutible eficacia
  para
  restablecer la disciplina, la existencia de arrestos o
  privaciones de
  libertad como sanciones por faltas leves en la inmensa mayoría de
  los sistemas disciplinarios militares de los países de nuestro
  ámbito sociocultural o pertenecientes a la Alianza Atlántica.
  Ahora
  bien, se ha limitado considerablemente la extensión máxima del
  arresto por faltas leves, que pasa de treinta a catorce días, y
  se
  restringe la competencia para imponerlo, pues se confiere
  únicamente
  a determinados escalones del mando. Además, la autoridad o mando
  disciplinario sólo podrá imponer la sanción de arresto prevista
  para las faltas leves, cuando se vea afectada la disciplina o las
  reglas esenciales que definen el comportamiento de los miembros
  de
  las Fuerzas Armadas.





  
En
  cuanto a las sanciones que pueden ser impuestas por faltas
  graves,
  también se ha limitado la extensión máxima del arresto, que pasa
  de dos meses a treinta días y se cumple, salvo excepciones bien
  justificadas, en establecimiento disciplinario militar, se ha
  incorporado la sanción económica y se han mantenido sanciones
  clásicas en nuestro régimen disciplinario militar como la pérdida
  de destino y la baja en el centro docente militar de
  formación.





  
Se
  han incorporado al catálogo de sanciones por faltas muy graves,
  el
  arresto en la extensión máxima de sesenta días y la resolución de
  compromiso, eliminándose la pérdida de puestos en el escalafón,
  de
  escasa aplicación práctica en las Fuerzas Armadas españolas. Se
  mantienen las sanciones de suspensión de empleo y separación del
  servicio.





  
La
  ampliación considerable de los plazos de prescripción de las
  faltas
  graves y muy graves se justifica por su identidad con los
  establecidos en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto
  Básico
  del Empleado Público y la singularidad del plazo de dos meses
  para
  la prescripción de las faltas leves encuentra su fundamento tanto
  en
  la necesidad de una reacción inmediata ante su comisión como en
  las
  características del procedimiento preferentemente oral
  establecido
  para sancionarlas.





  
Merecen
  mención especial las reglas establecidas para la
  individualización
  de las sanciones, para cuya graduación se determinan, presididos
  por
  el principio de proporcionalidad, criterios que limitan el
  arbitrio
  de la autoridad sancionadora y trasladan al ámbito disciplinario
  pautas de justicia consolidadas por la jurisprudencia e
  incorporadas
  a las normas penales nacionales e internacionales.





  
V





  
Se
  modifica significativamente la relación de autoridades y mandos
  con
  potestad disciplinaria, con lógica incidencia en la competencia
  sancionadora. Así, además del Ministro de Defensa, se confiere a
  las autoridades del nivel siguiente, Jefe del Estado Mayor de la
  Defensa, Subsecretario y Jefes de Estado Mayor del Ejército de
  Tierra, de la Armada y del Ejército del Aire, la competencia para
  sancionar las faltas muy graves, excepto la separación del
  servicio
  que sigue reservada al Ministro de Defensa.





  
Con
  el fin de agilizar el procedimiento y alcanzar la deseable
  inmediación en la valoración de las conductas sancionables, se
  extiende la competencia disciplinaria para conocer de las faltas
  graves, antes reservada para niveles superiores de mando, a los
  oficiales generales con mando o dirección sobre fuerza, unidad,
  centro u organismo, siguiendo modelos que se reiteran en la
  legislación comparada. En estas autoridades y en los jefes de
  regimiento y comandantes de las unidades, con atribuciones para
  sancionar las faltas leves, descansa el núcleo competencial del
  sistema disciplinario militar, sin perjuicio de la potestad
  conferida
  a las autoridades de rango superior para sancionar las faltas o
  aquella reconocida a los escalones inferiores de mando para
  castigar
  las faltas leves con sanciones de menor entidad.





  
Se
  mantienen las especialidades relativas al ejercicio de la
  potestad
  disciplinaria a bordo de los buques de guerra o sobre los
  miembros
  del Cuerpo Jurídico Militar que desempeñen funciones judiciales y
  fiscales, así como sobre los miembros del Cuerpo Militar de
  Intervención en funciones interventoras.





  
Además
  del clásico deber de corrección, se regulan con detalle las
  medidas
  cautelares que, siendo necesarias para restablecer de manera
  inmediata la disciplina, pueden acordar tanto las autoridades y
  mandos con potestad disciplinaria como los militares que ejerzan
  el
  mando de una guardia o servicio, consistentes en el arresto
  cautelar
  de cuarenta y ocho horas en la unidad o lugar que se designe y en
  el
  cese en sus funciones del infractor. Asimismo la ley establece
  una
  compensación económica para los supuestos de terminación sin
  responsabilidad del procedimiento por inexistencia de infracción
  y
  se garantiza la tutela judicial al interesado a través del
  recurso
  contencioso-disciplinario militar.





  
Se
  incorporan normas singulares para determinar la competencia
  sancionadora sobre los alumnos de los centros docentes militares
  de
  formación, reservistas y personal en supuestos especiales,
  particularmente sobre los militares españoles que ocupen puestos
  en
  organizaciones internacionales o los representantes de las
  asociaciones profesionales que sean miembros del Consejo de
  Personal
  de las Fuerzas Armadas.





  
VI





  
Constituye
  una destacada innovación la aprobación de un capítulo dedicado a
  regular el régimen disciplinario aplicable en las unidades y al
  personal destacados en zona de operaciones que, por otra parte,
  responde al mandato parlamentario expresado en el apartado
  segundo de
  la disposición final octava de la Ley Orgánica de derechos y
  deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas.





  
Después
  de determinar los ámbitos personal y temporal de aplicación, se
  atribuye la potestad disciplinaria a los militares españoles que
  hayan sido designados comandantes, jefes o responsables de una
  fuerza, contingente, representación, unidad o agrupamiento
  táctico
  y tengan bajo sus órdenes a otros militares españoles. Reside la
  particularidad del precepto en la atribución a estos mandos de la
  competencia para sancionar las faltas graves, excepto con la
  sanción
  de la pérdida de destino, además de la posibilidad de imponer
  sanciones por faltas leves. Asimismo se otorgan al jefe de un
  agrupamiento táctico, núcleo o equipo que debe desempeñar su
  cometido aislado de su base, las competencias sancionadoras
  propias
  de los jefes de compañía o unidad similar. Todos los militares
  con
  potestad disciplinaria podrán, por otra parte, delegar
  competencias
  sancionadoras en los mandos subordinados.





  
Por
  exigencias derivadas del desarrollo de las operaciones militares,
  se
  posibilita que la ejecución de la sanción se demore hasta la
  finalización de la misión y, en su caso, en territorio nacional.
  Si
  se cumple en zona de operaciones, la regla general es que el
  cumplimiento de la sanción se compatibilice con el desempeño de
  las
  actividades que deba realizar el sancionado.





  
VII





  
En
  el procedimiento sancionador, presidido por los principios de
  legalidad, imparcialidad, publicidad, impulso de oficio,
  celeridad,
  eficacia y contradicción, se reconocen los derechos del presunto
  infractor a la presunción de inocencia, a la información de la
  acusación disciplinaria, a la defensa, a la audiencia previa, a
  la
  utilización de los medios de prueba adecuados y a interponer los
  recursos correspondientes.





  
Mantiene
  la ley que el procedimiento por faltas leves se sustancie de
  forma
  preferentemente oral, pero con todas las garantías
  constitucionales
  como la audiencia del interesado o sus derechos a guardar
  silencio, a
  no declarar contra sí mismo, a no confesarse culpable o a la
  presunción de inocencia. También se reconoce al presunto
  infractor,
  en el trámite de audiencia, el derecho a formular alegaciones,
  instar la práctica de pruebas o presentar los documentos y
  justificaciones que estime pertinentes.





  
Como
  novedad destacada, se unifica en un solo procedimiento el
  expediente
  por faltas graves y muy graves, estableciéndose la posibilidad de
  incoación del procedimiento por denuncia presentada por quien no
  tenga condición militar. Se determina el plazo máximo en que debe
  terminarse el expediente y los supuestos de suspensión de dicho
  cómputo. Innovación relevante es la incorporación de la
  declaración de caducidad por vencimiento del plazo, instituto
  excluido antes del procedimiento disciplinario de las Fuerzas
  Armadas
  e incluido en el régimen disciplinario de la Guardia Civil, que
  se
  regula disponiendo el archivo de las actuaciones sin producir la
  prescripción de la falta y sin que el procedimiento caducado
  interrumpa la prescripción, conforme a las normas generales del
  procedimiento administrativo común.





  
La
  ley regula como medidas provisionales el arresto preventivo del
  presunto infractor, por exigencias de la disciplina, el cese de
  funciones para evitar perjuicio al servicio y, en los casos de
  faltas
  muy graves, el pase del interesado a la situación administrativa
  de
  suspenso en funciones regulada en la Ley de la Carrera
  Militar.





  
Los
  principios de impulso de oficio, celeridad y eficacia se traducen
  en
  la simplificación de trámites y comunicaciones que podrán
  llevarse
  a cabo de forma directa y por medios electrónicos, evitando
  traslados intermedios y recabando la colaboración de todos los
  órganos de las Administraciones públicas.





  
En
  el desarrollo del procedimiento se ha suprimido el trámite de
  formulación del pliego de cargos ya que, después del trámite de
  audiencia del expedientado recibiéndole declaración como primera
  actuación y haciéndole saber sus derechos, en particular el de
  defensa, el instructor le notificará el acuerdo de inicio del
  procedimiento, que contendrá un relato de los hechos imputados,
  su
  calificación jurídica, la responsabilidad que se imputa y las
  posibles sanciones que pudieran ser impuestas. El instructor
  asimismo
  le informará del derecho que le asiste para la proposición de
  pruebas y del plazo para proponerlas. En la práctica de las
  admitidas, incorporando el principio de contradicción, se
  posibilita
  la asistencia e intervención del interesado y de su
  abogado.





  
Además
  de exigirse en la resolución que ponga fin al procedimiento la
  motivación, en su caso, de la individualización sancionadora, se
  incorpora al ámbito disciplinario militar para no producir
  indefensión la exigencia del correlato entre la acusación y
  defensa, de forma que el acuerdo sancionador deberá fundarse
  únicamente en los hechos que fueron notificados por el instructor
  al
  expedientado, sin perjuicio de su distinta calificación jurídica
  siempre que exista homogeneidad y no concurra mayor gravedad en
  la
  sanción.





  
VIII





  
Se
  mantiene el principio, tradicional en el régimen disciplinario
  militar, de la inmediata ejecutividad de las sanciones,
  indisociable
  con la preservación de valores castrenses tan esenciales como el
  mantenimiento de la disciplina o la evitación de perjuicios
  irreparables al servicio, al tiempo que se establecen las causas
  que
  justifican la suspensión o inejecución de las sanciones.





  
La
  ley incorpora como novedad la cancelación de oficio de las
  anotaciones por faltas disciplinarias, a excepción de las de
  separación del servicio y resolución de compromiso, sin perjuicio
  de que, a instancia de parte, se pueda también instar la referida
  cancelación.





  
IX





  
Se
  regula el recurso de alzada contra las resoluciones
  disciplinarias,
  necesario para agotar la vía administrativa y dejar expedita la
  judicial, determinándose la autoridad o mando que debe
  resolverlo.
  En el caso de sanciones impuestas por los niveles inferiores de
  mando, como los jefes de compañía, sección, pelotón o unidades
  similares, el recurso se interpondrá directamente ante el jefe de
  regimiento o comandante de unidad eliminándose el segundo recurso
  que preveía la legislación anterior. El recurso de reposición
  solo
  procede en el caso de resoluciones dictadas por el Ministro de
  Defensa o la Sala de Gobierno del Tribunal Militar
  Central.





  
El
  sancionado puede solicitar la suspensión de la sanción, con
  fundamento en las normas reguladoras del procedimiento
  administrativo
  común, debiendo denegarse si se causa perjuicio a la
  disciplina.





  
Superando
  el criterio restrictivo de las normas disciplinarias militares
  anteriores, finalmente declaradas inconstitucionales por el
  Tribunal
  Constitucional en sentencia 177/2011, de 8 de noviembre, se
  concede
  la tutela judicial a todos los sancionados en la vía
  disciplinaria
  militar al posibilitar la interposición del recurso
  contencioso-disciplinario militar ordinario contra las
  resoluciones
  adoptadas en los recursos por faltas leves. En consecuencia, se
  dejan
  sin contenido aquellos preceptos de las Leyes Orgánicas de la
  Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar y Procesal
  Militar, afectados por la declarada inconstitucionalidad.





  
X





  
Se
  incorporan a la ley las oportunas disposiciones adicionales,
  entre
  las que destaca la que regula la aplicación del régimen
  disciplinario de las Fuerzas Armadas al personal de la Guardia
  Civil
  cuando actúe en misiones de carácter militar o integrado en
  unidades militares, las disposiciones transitorias y la
  derogatoria
  única.





  
La
  disposición final primera modifica la Ley Orgánica 4/1987, de 15
  de
  julio, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción
  Militar,
  en relación con las competencias de los órganos judiciales
  militares en materia disciplinaria. La final segunda, además de
  regular la atribución a éstos órganos de la potestad
  disciplinaria
  militar, reformando la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril,
  Procesal
  Militar, realiza las modificaciones pertinentes para posibilitar
  la
  tutela judicial de los sancionados por faltas leves
  disciplinarias
  militares a través del recurso contencioso-disciplinario militar
  ordinario.





  
Las
  disposiciones finales tercera y cuarta realizan las adaptaciones
  precisas del articulado de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de
  la
  Carrera Militar, y de la Ley 8/2006, de 24 de abril, de Tropa y
  Marinería, a la nueva regulación de esta Ley de Régimen
  Disciplinario de las Fuerzas Armadas, particularmente en relación
  con las sanciones de separación de servicio y resolución de
  compromiso, o situaciones de suspensión de empleo o de
  funciones.





  
La
  disposición final séptima establece la obligación del Ministerio
  de Defensa de remitir al Observatorio de la Vida Militar la
  memoria
  del ejercicio anterior con la estadística de aplicación de esta
  ley
  orgánica sobre procedimientos disciplinarios y sanciones
  impuestas.





  
XI





  
En
  su tramitación, esta ley orgánica, como anteproyecto, fue
  informada
  por el Consejo General del Poder Judicial, por el Consejo Fiscal,
  por
  las asociaciones profesionales de miembros de las Fuerzas
  Armadas,
  por el Consejo de Personal de las Fuerzas Armadas y por el
  Consejo de
  Estado.
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   Disposiciones
          generales
        
      
    
  




 










  

    

      

        

          
   Artículo
          1. Objeto.
        
      
    
  





  
Esta
  ley orgánica tiene por objeto regular el régimen disciplinario de
  las Fuerzas Armadas con la finalidad de garantizar la observancia
  de
  las reglas de comportamiento de los militares, en particular la
  disciplina, la jerarquía y la unidad, que, de acuerdo con la
  Constitución y el resto del ordenamiento jurídico, constituyen el
  código de conducta de los miembros de las Fuerzas Armadas.




 










  

    

      

        

          
   Artículo
          2. Ámbito de aplicación.
        
      
    
  





  
1.
  Están sujetos a lo dispuesto en esta ley los militares que
  mantienen
  una relación de servicios profesionales con las Fuerzas Armadas,
  mientras no pasen a alguna situación administrativa en la que
  tengan
  su condición militar en suspenso.





  
2.
  A los reservistas les será de aplicación cuando se encuentren
  incorporados a las Fuerzas Armadas.





  
3.
  Los alumnos de los centros docentes militares de formación y los
  aspirantes a la condición de reservistas voluntarios en su
  periodo
  de formación militar están sujetos a lo previsto en esta ley. Las
  infracciones de carácter académico en la enseñanza de formación
  no están incluidas en el régimen disciplinario militar y se
  sancionarán de acuerdo con sus normas específicas.





  
4.
  Asimismo quedarán sujetos a esta ley quienes pasen a tener
  cualquier
  asimilación o consideración militar, de conformidad con la Ley
  Orgánica reguladora de los estados de alarma, excepción o
  sitio.




 










  

    

      

        

          
   Artículo
          3. Responsabilidad civil, penal y disciplinaria
          judicial.
        
      
    
  





  
El
  régimen disciplinario regulado en esta ley se entiende sin
  perjuicio
  de la responsabilidad civil y penal en la que puedan incurrir los
  miembros de las Fuerzas Armadas, así como del ejercicio de las
  potestades disciplinarias judiciales, que se harán efectivas en
  la
  forma prevista por las normas que las regulan.




 










  

    

      

        

          
   Artículo
          4. Tramitación de procedimiento penal por los mismos
          hechos.
        
      
    
  





  
1.
  La iniciación de un procedimiento penal no impedirá la incoación
  y
  tramitación de expedientes disciplinarios por los mismos hechos.
  No
  obstante, la resolución definitiva del expediente sólo se podrá
  producir cuando fuese firme la dictada en aquel procedimiento,
  cuya
  declaración de hechos probados vinculará a la
  Administración.





  
2.
  Sólo podrá recaer sanción penal y disciplinaria sobre los mismos
  hechos cuando no hubiere identidad de bien jurídico
  protegido.





  
3.
  El tiempo transcurrido desde el inicio de un procedimiento penal
  hasta la comunicación a la autoridad disciplinaria de su
  resolución
  firme no se computará para la prescripción de la infracción
  disciplinaria.
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